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SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO:








				Tengo el honor de remitir a V.E. copia autorizada de la sentencia , dictada por este Tribunal el día de hoy, en el requerimiento por cuestión de constitucionalidad en la tramitación del proyecto de ley que modifica la planta del personal de la Contraloría General de la República, formulado por S.E. el Vicepresidente de la República.
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Santiago, treinta de noviembre de mil novecientos noventa y dos.








			VISTOS:





					Con fecha 11 de noviembre en curso, el señor Vicepresidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el Nº2º del artículo 82 de la Carta Fundamental, formuló requerimiento a este Tribunal para que resolviera la cuestión de constitucionalidad surgida durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la planta de personal de la Contraloría de la República.








					A juicio del Ejecutivo, la calificación como materia de ley orgánica constitucional conferida al proyecto, esta en desacuerdo con claras disposiciones  constitucionales, en virtud de las cuales cabe estimar que la materia a que se refiere, es propia de ley ordinaria o común.





					Los argumentos del requerimiento para sostener que la ley aprobada por el Congreso no debe tener el carácter de ley orgánica constitucional, son los siguientes:





					La ley ordinaria o común constituye la regla general en nuestro derecho. Las leyes orgánicas constitucionales son aquellas que están expresamente previstas en la Constitución y por su carácter excepcional no pueden ser extendidas a otros aspectos, debiendo, por el contrario, interpretarse en forma restrictiva, conforme se infiere de la naturaleza extraordinaria de las mismas.





					En este caso especial, el Ejecutivo estima que se ha elevado a rango orgánico una materia propia de ley común con lo cual se rompe la naturaleza especial que tiene la ley bajo la vigencia de la Constitución de 1980. El requerimiento analiza, enseguida, las innovaciones que en materia de ley introdujo la Carta vigente a la de 1925.





					Sostiene  el requirente que extender  el ámbito propio de una ley orgánica implica contrariar dos elementos fundamentales de la Constitución. Por una parte significa vulnerar el principio de competencia que caracteriza a las leyes orgánicas, en cuya virtud éstas se definen única y exclusivamente de acuerdo a las materias que expresamente la Constitución reserva a éstas y, por la otra, implica eludir la restricción del ámbito competencial que la Constitución estableció para la ley.





					El Ejecutivo señala que el artículo 60 de la Constitución Política de la República, en su Nº14, precisa que son materias de ley las demás que la propia Carta señala como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, siendo ésta la calidad que asiste al proyecto de ley en estudio, de acuerdo a lo establecido en el artículo 62, inciso cuarto, Nº2 del texto constitucional.





					El requerimiento señala que otras disposiciones revelan con precisión que, cuando el constituyente ha deseado que determinados aspectos sobre el personal sean regulados por ley de carácter especial, así lo ha dicho expresamente, citando al efecto algunos ejemplos sobre el particular.





					Con relación a la Contraloría General de la República la Constitución no exige expresamente que las materias de personal o la creación o supresión de cargos se regulen mediante ley orgánica constitucional. Los artículos 87,88 y 89 especifican que requieren ley de ese carácter , “la organización, el funcionamiento y las atribuciones” de este organismo . Por lo demás señala el requerimiento, la planta del personal de la Contraloría General de la República ha sido modificada con anterioridad por las leyes Nºs 18.899, en su artículo 66, y Nº 19.056, en su artículo 5º, en su artículo 5º,  ambas aprobadas con el carácter de ley simple. Por consiguiente,agrega, el carácter de ley simple . Por consiguiente, agrega, el criterio de aprobar una modificación de igual naturaleza que las anteriores mediante una ley orgánica constitucional, se opone a la interpretación reiterada del legislador restando con ello, la coordinación y permanencia del sistema jurídico.





					A juicio del Ejecutivo, considerar que la planta de la Contraloría es propia de ley orgánica, en base a una interpretación amplia de los conceptos “organización” y “funcionamiento”, exorbita ámbito preceptivo que la Constitución encarga a la ley orgánica regular. Si la planta  de la Contraloría es materia de ley común, ello no afecta, en modo alguno, al funcionamiento de la Contraloría ni tampoco pone en peligro su independencia. Pues ella está garantizada en la propia preceptiva constitucional.





					El requerimiento acompaña un informe en derecho del profesor Jorge Precht Pizarro, que se tuvo presente en la vista de la causa.





					El H. Senado de la República, contestando el requerimiento señala que la duda acerca de si correspondía estimar  el proyecto objeto de autos como ley orgánica constitucional fue dilucidada mediante la aprobación del informe que acompaña, evacuado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación la que, por mayoría de votos  estimó que dicho proyecto tenía tal carácter.


					


Se hace constar que la H. Cámara de Diputados no dio respuesta al requerimiento objeto de esta sentencia.





					Por resolución fundada de 20 de noviembre pasado el Tribunal amplió el plazo de diez días que de acuerdo al inciso quinto del artículo 82 de la Constitución, tiene para fallar esta clase de requerimiento, por otros diez días.





					Por resolución de fecha 23 de noviembre pasado el Tribunal ordenó traer los autos en relación,





					CONSIDERANDO,





					1º.- Que la cuestión de constitucionalidad sometida a la resolución de este Tribunal dice relación con el carácter que debe dársele al proyecto de ley que modifica las plantas del personal de la Contraloría General de la República en el sentido de si sus normas pertenecen al campo de la ley orgánica constitucional o al propio de la ley órganica constitucional o al propio de ley ordinaria o común;





					2º.- Que de los antecedentes que se han adjuntado a este requerimiento  aparece claro que el Congreso Nacional aprobó como de rango orgánico  constitucional  el citado proyecto, tendiendo para ello especialmente presente el informe  evacuado por la Comisión del Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado, en donde la mayoría de sus miembros fundamentó su decisión principalmente, entre otras consideraciones, en determinada jurisprudencia de este Tribunal;





					3º .- Que esta jurisprudencia es la contenida en el sentencia de 8 de septiembre de 1986, relativa a la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral y en la de 24 de septiembre de 1985, sobre el Tribunal Calificador de Elecciones. Respecto de la primera se dice que las disposiciones que fijan la planta del Servicio Electoral el Tribunal las estimó propias de ley orgánica constitucional y respecto de la segunda, se sostiene que dentro del proyecto del Tribunal Calificador de Elecciones se introdujeron disposiciones relativas a la planta de su personal , sin que su constitucionalidad  haya sido objetada por este Tribunal;





					4º.- Que si bien lo anterior es exacto, las razones por las cuales el Tribunal Constitucional procedió de esa manera son diferentes a las de la interpretación que hace


el citado informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado; 





					5º.- Que para obrar de la manera dicha en el considerando segundo de esta sentencia, respecto del Servicio Electoral , este Tribunal tuvo en consideración el carácter especialísimo del artículo 18 de la Constitución Política en cuanto dispone  que será materia de ley orgánica constitucional la organización y funcionamiento del sistema electoral público y la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por la Constitución. Como las plantas de este Servicio no estaban previstas en la Carta Fundamental obvio resultaba que tenían que ser reguladas por una ley orgánica constitucional, no por el hecho de que formaran parte de la “organización y funcionamiento” del Servicio, sino porque estaban consideradas por la Constitución dentro de la globalización estructural del sistema electoral mismo;





					6º.- Que ídénticas razones tuvo este Tribunal para no objetar el artículo que fijó la planta del Tribunal Calificador de Elecciones, al estimar que no había duda alguna de la vinculación que existía entre los artículos 18 y 84 de la Constitución, que hace que dicho Tribunal sea un organismo esencial dentro del sistema electoral público y deba ser su ley orgánica la que contenga todo lo no previsto de él en la propia Constitución Política;





					7º.- Que queda claro entonces, que los conceptos  de “organización” y ”funcionamiento” no cubren el aspecto de las plantas del personal ya que mientras las primeras acepciones se refieren a la estructura de un ente administrativo público, con la segunda se indica al personal permanente que sirve en dichas estructuras;





					8º.- Que si bien el inciso final del artículo 88 de la constitución dispone que “En lo demás, la organización, el funcionamiento y las atribuciones de la Contraloría General de la República serán materia de un ley orgánica constitucional” no corresponde, por lo dicho en el considerando anterior, incluir en una ley de este carácter la fijación de la planta de su personal;





					9º.- Que la conclusión anterior se deduce también  de la naturaleza  que en nuestro ordenamiento  jurídico tienen las leyes orgánicas constitucionales que han sido incorporadas a la Carta Fundamental, restrictivamente y en forma muy excepcional, para regular, en lo medular, ciertas instituciones básicas con el propósito de dar estabilidad al sistema de gobierno y evitar el riesgo de que mayorías ocasionales lo pueden alterar;





					10.- Que es por ello que cuando la Constitución encarga a la ley orgánica constitucional la organización y funcionamiento de un Poder del Estado o de un organismo autónomo, no puede el legislador orgánico abarcar o incursionar en todos los detalles que ello supone y tenga que limitarse a delinear la estructura básica o fundamental de aquellas instituciones para lograr un expedito funcionamiento en la práctica. Además ha sido el propio constituyente el que se ha encargado de advertir que no todo lo relacionado con la organización o funcionamiento de alguna entidad pública queda bajo el ámbito de la ley orgánica constitucional, pues ha reservado a la competencia de la ley común y a la iniciativa del Presidente de la República, en su artículo 60 Nº14 en relación con el artículo 62, inciso cuarto, Nº2 de la Constitución, la facultad de crear nuevos servicios públicos o empleos rentados sean fiscales, semifiscales, autónomos, de las empresas del Estado o municipales; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones. Y así, por lo demás, se ha hecho con la propia Contraloría General de la República al modificar sus plantas por leyes de carácter simple signadas con los números 18.899 de 30 de diciembre de 1989, en su artículo 66 y 19.056 de 8 de abril de 1991, en su artículo 5º;








					11.- Que el profesor señor Manuel Daniel comentando el ámbito y límites de la ley orgánica constitucional básica de la administración pública, dice que “la ley no puede incursionar en un desarrollo amplio de las estructuras y demás elementos de organización administrativa, porque básico es, semánticamente, lo que sustenta o es el apoyo fundamental de una cosa. Son, pues, los cimientos en que estribarán los elementos orgánicos de la Administración los que deben ser establecidos en esta ley. El ejercicio de las potestades legislativas ordinarias y reglamentarias, en sus respectivos dominios, completarán el edificio.”. Este comentario hecho a propósito de la ley de Bases de la Administración Pública es perfectamente válido en lo que respecta a la organización de otras entidades públicas reguladas también por una ley de carácter orgánico constitucional;





					12.- Que a mayor abundamiento debe señalarse que cuando el constituyente quiso que la ley orgánica constitucional regulara específicamente la planta de personal de un determinado órgano lo dijo expresamente en la preceptiva relativa al Tribunal Constitucional. No lo hizo, en cambio, cuando se refirió a la organización y funcionamiento de los tribunales de justicia (artículo 74 de la Constitución), del Banco Central (artículo 97 de la Constitución), de los consejos de desarrollo regional  (artículo 102 de la Constitución) y de las municipalidades (artículo 108 de la Constitución), lo que indica claramente que no fue su intención incluir a las plantas del personal  en las respectivas normativas, porque de haberlo hecho se le habría otorgado una extremada rigidez a un aspecto eminentemente técnico que hubiese entrabado la flexibilidad con que dichas plantas deben adecuarse para el eficaz desempeño de las instituciones señaladas precedentemente. Lo mismo ocurre con las plantas de las Fuerzas Armadas y Carabineros, ya que si bien la Constitución dispone que la incorporación a ellas deberá hacerse en conformidad a la ley orgánica constitucional correspondiente, su fijación no pertenece al campo propio de aquella ley;





					Y VISTO, lo dispuesto en los artículos 60 Nº 14, 62 inciso cuarto Nº2º , 63, 88 y demás disposiciones citadas de la Constitución, así como lo previsto en los artículos 38 al 45 de la ley Nº17.997, de 19 de mayo de 1981,





					Se resuelve la cuestión de constitucionalidad planteadas y se acoge al requerimiento declarando que el proyecto de ley en análisis, en cuanto modifica la planta de personal de la Contraloría General de la República, es materia de ley común.





					Regístrese, comuníquese y archívese. Rol Nº160.











Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente don Marcos Aburto Ochoa, y los Ministros señores Manuel Jiménez Bulnes, Hernán Cereceda Bravo, señora Luz Bulnes Aldunate, Ricardo García Rodríguez, Eugenio Velasco Letelier y Osvaldo Faúndez Vallejos. Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.

































































